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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 06 de setiembre de 2016
DJ-AJ-2332-2016
Señora
Catalina Conejo Valverde
Prosecretaria General de la Corte
S.  D.

Estimada señora:
En atención al Oficio N° 5719-16 del 2 de junio de 2016, en el que se comunica a esta Dirección lo dispuesto en la Sesión del Consejo Superior N° 48-16, del 17 de mayo del año en curso, artículo LVIII, en relación con la solicitud de la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, para que se continúe efectuando el pago de disponibilidad aprobado por el Consejo Superior a los compañeros encargados de atender los asuntos del Sistema de Recursos Humanos, y no para los sustitutos en el permiso con goce de salario. Se le remite el siguiente informe.
I. De la gestión:
Mediante oficio N° 1253-DTI-2016 del 11 de mayo 2016, la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, indicó lo siguiente:

“…con el fin de atender procesos de Migración y Mejoras en el Sistema de Recursos Humanos, se ha venido solicitando permisos con goce de salario para  los servidores Célimo Elizondo Aguilar, cédula 6-0295-0322 y Luis Arturo Quesada Méndez, cédula 1-0993-0777, quienes tienen aprobada la disponibilidad mediante acuerdos del Consejo Superior Nº 012-05 del 22 de febrero del 2005 articulo LV y Nº 019-11 del 03 de marzo del 2011 artículo LXXIX, para atender los problemas que se presentan fuera de las horas hábiles.
En todos los casos en que el Consejo ha aprobado permisos con goce de salario para los servidores señalados, los mismos han cumplido con el rol de disponibilidad para atender aspectos relacionados con este sistema, debido a que son los profesionales que cuentan con la experiencia y conocimiento requerido para desempeñar esta labor.

Se agradece por lo tanto que tal y como se ha venido realizando, el pago de disponibilidad para atender asuntos del Sistema de Recursos Humanos se continúe efectuando según acuerdo del Consejo Superior para los compañeros señalados en este oficio, y no para los sustitutos en el permiso con goce de salario.”
II. Antecedentes administrativos relacionados con la gestión:
· En Sesión N° 78-04 celebrada el 12 de octubre de 2004, artículo XXXV, el Consejo Superior resolvió:
“[…] 2)   De conformidad con lo que establece el artículo 7° del Reglamento de Compensación por Disponibilidad, hacer una atenta instancia a la Corte Plena para que se sirva aprobar con carácter de excepción y transitorio, por un período de al menos seis meses, sin perjuicio de que sea por menos tiempo, mientras se realizan los estudios respectivos, el pago de disponibilidad para los licenciados José Luis Bermúdez Obando, Ronald Calvo Coto, Roxana Arrieta Meléndez y Mauren Siles Mata, servidores del Departamento de Personal.  Aun cuando los licenciados Bermúdez Obando y Calvo Coto, ocupan puestos de jefatura, debe tomarse en cuenta las especiales circunstancias apuntadas en el citado informe y en razón de la relación directa con la atención del sistema SIGA, por lo que se recomienda su pago.  3) De aprobarse el pago por disponibilidad por parte de la Corte, el Departamento de Personal aparte de los servidores indicados, debe incorporar a otros servidores para que conformen el rol de disponibilidad  y de esa forma contar con mayor recurso humano preparado.  De esta forma se reconocerá el porcentaje por disponibilidad que proceda, según la cantidad de servidores que incorporen al rol,  que como mínimo deberá estar conformado por dos servidores para cada proceso o función que se establezca. 4) Ratificar el pago de disponibilidad de un 3% para los servidores  Fabio Vargas Solís y Víctor Julio Conejo Sanabria por cuanto este Consejo así lo aprobó en sesión del 20 de mayo del 2004, artículo XCII.  5) El pago de disponibilidad para los servidores del Departamento de Tecnología de Información al igual que los del Departamento de Personal, es de carácter excepcional y transitorio […]”.
Lo anterior fue aprobado por Sesión de la Corte Plena N° 01-05, del 24 de enero de 2005, artículo XXVI, con fundamento en el artículo 7 del Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial.
· Seguidamente, en la Sesión del Consejo Superior N° 12-05, celebrada el 22 de febrero de 2005, artículo LCV, se tuvo por modificado el acuerdo -de ese mismo Órgano- tomado en la Sesión N° 78-04 del 12 de octubre del 2004, artículo XXXV, en el sentido que también se autorizó el pago de un 3% de disponibilidad a los señores –Célimo- Elizondo Aguilar y Quirós Obando, servidores del Departamento de Tecnología de la Información, para la atención de las eventualidades que afectaran el funcionamiento del Sistema de Recursos Humanos SIGA-PJ.

· Luego, por Sesión de ese mismo Consejo Superior N° 19-11, del 3 de marzo de 2011, artículo LXXIX, se incorporó al ingeniero Luis Arturo Quesada Méndez, Analista Programador de la Sección de Sistemas de Información de la Dirección de Tecnología de la Información dentro del referido régimen de disponibilidad.
· Por último, en Sesión N° 40-16 del 26 de abril de 2016, artículo XLVIII, de conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución, por dos meses a partir del 1 de mayo de 2016, a los puestos números 367671 -Luis Arturo Quesada Méndez-, 96462 -Célimo Elizondo Aguilar-, 350014, 92724, 48479 y 103605 de Profesional en Informática 2 y 3, dos puestos de Profesional Administrativo 2 y Coordinadores de Unidad 3 y 4 –de la Dirección de Gestión Humana-, respectivamente, para que continuaran con el proyecto “Migración, rediseño y mejora del Sistema de la Sección de Reclutamiento y Selección y Sección Administrativa de Carrera Judicial”.

III. Criterio legal:

En estricto sentido, y de conformidad con el artículo 1° del Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial –aprobado por la Corte Plena en Sesión N° 09-02 del 25 de febrero de 2002, artículo XXXVI-, se entiende por disponibilidad laboral, “la actitud expectante y permanente del servidor judicial que, por ser inherente al cargo que ocupa en razón del interés superior del servicio público, debe eventualmente realizar funciones fuera de la jornada ordinaria de trabajo o en días inhábiles, si así lo requiere la institución para el cabal cumplimiento de sus fines […]”.

No obstante, pese al carácter permanente e inherente al cargo en ejercicio que se le atribuye a la disponibilidad laboral -según el numeral de cita-, y tomando en consideración que el objeto primordial de la disponibilidad, en los términos del artículo 2° ibídem, “es contar en cualquier momento con el personal profesional y técnicamente calificado para tomar decisiones jurisdiccionales de carácter urgente e impedir que los derechos de los ciudadanos se vean afectados o la Administración de Justicia menoscabada en  su función”, se considera que, con la debida justificación del caso y obedeciendo al interés público de la actividad que se requiera desarrollar, esa compensación económica puede hacerse extensiva al ámbito administrativo, de forma temporal o transitoria, tal como se ha venido realizando para el caso que nos ocupa, de modo que se puedan alcanzar los objetivos institucionales, teniendo presente que la labor jurisdiccional requiere del apoyo administrativo para la adecuada satisfacción del servicio público de calidad que demandan las personas usuarias.

Así pues, conforme el numeral 3 del Reglamento de cita, “A cambio de esa disponibilidad, al funcionario o servidor se le reconocerá una compensación económica, la cual será tramitada por el Departamento de Personal. Esa compensación será fijada por la Corte con base en los lineamientos que indiquen las leyes laborales, en un  porcentaje sobre el salario base […]”, de manera que “[…] le será retribuido el  tiempo de trabajo efectivo, como horas extra, y su pago será  tramitado por el Departamento de Personal según el procedimiento establecido para el cobro  de tiempo extraordinario de trabajo […]”, debiendo –esas horas extra- “[…] ser justificadas con base en los mecanismos de control que se establezcan” al efecto. (Artículo 4 ibídem).

Por su parte, el numeral 5 de ese mismo cuerpo reglamentario, establece que: "Corresponderá a la Corte definir las políticas generales sobre la disponibilidad en el Poder Judicial y al Consejo Superior ejecutarlas conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como adoptar los acuerdos necesarios sobre su funcionamiento” y, en el mismo orden de ideas, el articulado subsiguiente ibídem dispone que: “Corresponde a la Corte Suprema de Justicia,  con la concurrencia de las Comisiones permanentes establecidas para las diferentes materias, determinar los puestos en los cuales quienes los ocupen están sometidos al régimen de disponibilidad. El Consejo Superior fijará los roles correspondientes, que se deben de asumir en cada materia, cuando así proceda, armonizando la continuidad del servicio y la dignidad de los servidores en lo que se refiere a su libertad personal, de modo que ésta no resulte afectada en forma irracional o innecesaria” (artículo 7).
Lo anterior, en concordancia con dispuesto por la Sala Segunda mediante Resolución N° 2014-000356 del 4 de abril de 2014, en el sentido de que, el pago por disponibilidad constituye una potestad administrativa en los casos en que la institución así lo requiera para el cabal cumplimiento de sus fines, sin que esa autorización de pago produzca derechos adquiridos para la persona a quien, de manera temporal, se le otorgue dicha compensación. A continuación, un extracto del pronunciamiento en cuestión:
“[…] El uso del vocablo “podrá” dispuesto en la norma indica que la Administración puede establecer disponibilidades pagando el respectivo sobresueldo y que esa situación se puede mantener mientras se considere necesario para el buen servicio y, por consiguiente, la percepción del respectivo plus salarial no constituye un derecho adquirido, pues dependerá de la existencia de la disponibilidad que es lo que se retribuye.  En ese sentido, esta Sala ha indicado: ‘El plus por disponibilidad no puede generar derechos permanentes para ningún servidor; consecuentemente no se pueden alegar derechos adquiridos, cuando desaparecen las condiciones objetivas que motivaron su reconocimiento; dado que su percepción queda sujeta al desempeño de un cargo y a la necesidad institucional de conceder ese incentivo. Es decir, que al no existir motivo para que la persona que ocupa determinado puesto, deba desempeñar el cargo dentro de los supuestos de la disponibilidad, no puede legalmente justificarse una determinada retribución económica; la cual, de darse en tales condiciones anómalas, conllevaría a un pago obviamente ilegítimo, independientemente, de que se haya percibido, por largo tiempo o no, el incentivo; aún ejerciendo iguales funciones y en el mismo puesto; menos aún en casos, como el presente, en el cual varios actores han disfrutado del mismo, sin desempeñar funciones que ameritaran esa retribución adicional -servidores que de conformidad con la índole propia de sus funciones, no tenían por qué estar disponibles-, razón por la cual, fue correctamente suprimido tal beneficio, con base en su no aprobación, al denegarse la partida presupuestaria, que servía para hacerle frente al pago de esa compensación, y en que, la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria , determinó que, los puestos que tienen a su cargo los actores, a quienes no se le otorgó la concesión del incentivo, no cumplen con los requerimientos establecidas por esa Autoridad, para poder devengar legalmente ese pago por disponibilidad […]”. (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución N° 1998-000247 del 23 de setiembre de 1998).

Así las cosas, considera esta Dirección Jurídica que, con fundamento en la autorización temporal del pago de disponibilidad, aprobado por la Corte Plena mediante Sesión N° 01-05, del 24 de enero de 2005, artículo XXVI, y tomando en consideración la potestad administrativa establecida en los artículos 5 y 7 del reglamento institucional de mérito, el Consejo Superior puede, si a bien lo tiene, fijar y aprobar los roles correspondientes a efectos de continuar otorgando el pago de esa compensación económica a las personas involucradas en el desarrollo y atención de los asuntos del Sistema de Recursos Humanos SIGA-PJ, así como para la “Migración, rediseño y mejora del Sistema de la Sección de Reclutamiento y Selección y Sección Administrativa de Carrera Judicial”, en el entendido que dicha autorización temporal puede corresponder en favor de las personas servidoras destacadas en tales funciones y no para los sustitutos en el permiso con goce de salario, pues han sido aquellas personas -y no estas últimas- las autorizadas por los órganos superiores, para tales efectos. Lo anterior siempre y cuando se mantengan las condiciones por las cuales se ha venido otorgando el pago de la disponibilidad, es decir, que aún exista la necesidad de mantener a esas personas servidoras en la actitud expectante que el régimen de disponibilidad demanda, ya que de no ser así, se estaría incurriendo en un pago indebido por ese concepto.
En otro orden de ideas, pero en relación con lo anterior, se debe tener en cuenta que, de conformidad con el artículo 10 del Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial, “Se le suspenderá al servidor el pago de la disponibilidad cuando se acoja a permisos con goce de salario, así como en aquellos casos en que se encuentre capacitándose, en vacaciones, incapacitado, o en cualquier otra situación que le impida desempeñarse en el puesto, siempre y cuando este período sea mayor a treinta días naturales.  Una vez que se reintegre a su puesto, asumirá la disponibilidad nuevamente. En el caso de permiso sin goce de sueldo o suspensión con o sin goce de salario, se limitará el reconocimiento a partir del momento en que ésta se acuerde”. (Modificación realizada por la Corte Plena en sesión N° 50-02, celebrada el 4 de noviembre del 2002, artículo XXVI) (La negrita no pertenece al texto original). Razón por la que, con base en esos supuestos, se recomienda llevar los registros correspondientes con el propósito de no generar pagos indebidos durante los períodos en que las personas servidoras no se encuentren en la actitud expectante a la que se refiere el régimen de disponibilidad en cuestión.
IV. Conclusión:
Con fundamento en la autorización temporal del pago de disponibilidad, aprobado por la Corte Plena mediante Sesión N° 01-05, del 24 de enero de 2005, artículo XXVI, y tomando en consideración la potestad administrativa establecida en los artículos 5 y 7 del Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial, el Consejo Superior puede, si a bien lo tiene, fijar y aprobar los roles correspondientes a efectos de continuar otorgando el pago de esa compensación económica -por disponibilidad- a las personas involucradas en el desarrollo y atención de los asuntos del Sistema de Recursos Humanos SIGA-PJ, así como para la “Migración, rediseño y mejora del Sistema de la Sección de Reclutamiento y Selección y Sección Administrativa de Carrera Judicial”, en el entendido que dicho pago y autorización temporal correspondería en favor de las personas servidoras destacadas en las funciones propiamente dichas.

Lo anterior siempre y cuando se mantengan las condiciones por las que se ha venido otorgando el pago de la disponibilidad, es decir, que aún exista la necesidad de mantener a esas personas servidoras en la actitud expectante que el régimen de disponibilidad demanda, ya que de no ser así, se estaría incurriendo en un pago indebido por ese concepto.

Elaborado por

Pablo Mejía Salgado

Área de análisis jurídico

Atentamente,

Lic. Jorge Kepfer Chinchilla                             Licda. Karol Monge Molina

Coordinador, Área de Análisis Jurídico           Sub Directora Jurídica a.i.
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